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mía descriptiva y Topografía con sus técnicas ana­
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Resoludón de la Dirección General de Universidades
e Investigación por la que .se publica la lista pro­
visional de admitidos y excluidos &1 concurso-opo­
sición de la p:aza de Profesor agr€gado de ..Lengua
inglesa", de la Facultad de Filosofía y~ Letras de la
Universidad de La Laguna. 14316

MINISTERIO DE TRABAJO

Orden de 26 de junio de 1974 sobre modificación y adi­
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Señoras y CaJalleros. Institutos de Bellf·za, Salones
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Resolución de la Dirección General de la Energía por
la que se autoriza a ..Los Monteros, S. A .• , nueva
industria de suministro de agua a la urbanización
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, ción eléctrica que se cita. 14323

Resoludón de la. Delegación Provincial de Tarragona
por la que se autoriza.y declara la utilidad pública
en concreto de la instalación electrica que se cita. 14325

Resolución de la De!egación Provincial de Vizcaya
por la que S9 declara de utilidad pública la ins-
talación eléctrÍCa que se cita, (L. L530·) 14326

Resolución de la Delegación Provincial de Zamora
por la que se autoriza el estahlecimiento de las ins­
ta!aciolles eiéctricas que se citan. Expediente
A. 80/73. 14~26

MINISTER!O DE COMERCIO

Decreto lR45/1974 dp 14 de junio, por el que se prorro­
gan por tres meses las suspen5iones de· derechos que
fueron dispuestas por Decretos 768/1974 y 769/1971,
a la importac'ó'n, respectivamente. de caucho sinté-
tico y d3terminarlos' cueros y pieles. 14289

Decreto 184611974 de 14 de lunio, sobre productos pe~

troleoquímicos en r$gimen de suspensión de dere-
chos arancelarios durante el tercer trimestre de 1974. 14290

Decret(' 1847/1974, de 14 de lunio, nor el que se prorro~

ga la suspensión de aplicación de derechos a la im-
portación de nitrato de cal. 14290

Orden de 27 de ,ttnio de 1974 sobre nombramiento de
nuevo Vocal representante del Ministerio de Obras
Públicas en el Consejo de Defensa de la Compe-
tencia. 14292

R2Solución de la Dirección General de Comercio de
Productos Industriales y de Servicios sobre los pre­
cios impuestos, recomendados o tar~fados para. el
consumidor o el usuario por parte de las Empresas
fabricantes o importadoras de aparatos electrodo~

mésticos de todo tipo. 14290
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Resolución del Cabildo Insular de Tenerife referente
al concurso-oposición para proveer' en propiedad
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MINISTERIO DE JUSTICIA

DECRETO 1836/1974, de 31 de mayo, por el que se
$ancwna con fi.~erw de Ley el texto articulado del
título preltmillar del Código Civil.

La reforma del título preliminar se ha realizado en dos eta­
.pas, Puso térmíno 8 la primera la Ley de Ba.ses de diecisiete
de marzo de mil novecientos setenta y tres que, a su vez, abrió
la segunda etapa ahora concluida con la publicación del pra·
sente texto articulado. En ambas fases, la Comisión General de
Codificación ha llevado a cabo UDa labor digna de ser resaltada
en la preparadón y propuesta de las disposicicnes oportunas. Si
este Organismo surgió históricamente impelido por el designio
de dar vida a la Codificación de los' sectores más i1h portantes
de nuestro ordenamiento jurídico, terminado el proceso estricta­
m8nte codificador, sus tareas han resultado en todo momento
convenientes y iustificadas porque los Códigos no pueden inmo­
vilizar el fenómeno de la transformación del derecho. y para
mantenerlos a punto es preciso contar con el dispositivo -ade~

cuado.
Son considerables las modificaciones introducidas en el Códi­

go Civíl con el transcurso de los años. Aunqu~ no se haya obser~

vado de manera estricta la previsión contenida en el mismo
acerca de las revisiones decenales, es 10 cierto que periódica­
mente y de manera especial en los últimos tiempos no, han fal­
tado ciertos retoqUES y cambios que, sin alterar la, estructura
del conjunto, han procurado mantenerla en contacto con los
nuevos sesgos de, las realidades sociales. De todas las reformas
ninguna puede ccmparan;;e en importancia y entidad a la ahora
producida. Fruto de ella es el nuevo título preliminar, que, 51
conserva parte de los f.,nteriores preceptos, es proporcionalmen­
te muy superior lo que introduce tanto en orden a las materias
reguladas como en orden a su configuración. Por supuesto esta

primera parte del Código Civil ha ganv.do en extensión. Se han
cubierto vacíos una.s veces echados en falta y algunas salvados
por la im;estigación científica y la interpretación jurispruden­
ciaL Además ha adquirido la armonía de una \iistribución sis~

temática que antes faltaba.
El presente texto de.! título preliminar. tiene su punto de par~

Uda en los mandatos de la Ley de Bases que fija el alcance
de la reforma en cuanto al contenido, al modo de enmarcarla
en el Código Civil y al tiempo de su ejecución. De estos factores,
a la par orientadores y limitativos, el concerniente al fondo
propiamente dicho se contrae al desarrollo y sistematización de
las bases. Si bien es cierto que estos términos expresivos del
cometido general encomendado son formalmente iguales, no lo
es menos que la Ley predeterminante de la reforma encierra
enunciaciones normativas de diferente rango en cuanto a BU

grado de ejaborac~ón. Mientras unas se traducen en preceptos
configurados ya como tales, otras enun~jadones normativas or~

denan recoger y valorar determmadas instituciones, situaciones
o efectos, sin descender al detalle de su regulación, aunque
marcando, con mayores o menores puntualizaclones, el criterio
a seguir.

En razón de las diferencias indicadas el texto articulado
del titulo pro;jmw[.r, respecto de algunas mater:ias, no pasa
de constituir la catalogación pertinente de las normas ya for~

muladas. Por el contrario, en cuanto a otras materias o a de·
terminados aspectos de las mIsmas, entraña un desarrollo espe~

cificativo de las bases hasta convertirlas en preceptos ordena­
dores susceptibles de aplicación directa, tanto en la realización
voluntaria del derecho cerno en su discernimiento judicial.

El mandato de la ordenación sistematica ha sido observado
distribuvendo el total contenido en varios capítulos relativos,
respectivamente. a las fuentes del derecho, la aplicación de las
normas, la eficacia de las mismas. las normas de derecho in­
ternacional pri.vado y el ámbito de apUcaeión de los regimenes
jurídÍ(;os civiles coexistentes en el territorio nacional. Como tal
distribución no podía desbordar los dieciséis artículos afectados
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por la reforma y el contenido se ha incrementado en términos
considerables. la mayoría de los artículos. lógicamente, han
adquirido unas dimensiones no usuales en ·el Código Civil. Por
esta razón ha parecido aconsejable dividir los artículos en
apartados y anteponer a éstos. una indicación numérica con lo
que la identificación y la cita se verán facilitadas. Sin duda
alguna mayor perturbación hubiera supuesto aume:ltar el nú­
mero de artículos que, para no incidir en duplicidades, habrían
requerido el empléo de designaciones complementarias poco
elegantes.

El titulo preliminar del Código Civil se InICla por compren­
sibles razones de importancia y prioridad con la regulación con­
cerniente a las fuentes del ordenamiento juridíco, las cuales
aparecen configuradas con ese alcance y significado, en vez de
aludir indirectamente a ellas a propósito de la aplicación de
las normas por los Tribunales como lo .hacia el precedente ar~

tículo seis. Con el carácter de fuentes se enuncian de manera
jerárquica la ley, la costumbre y los principios generales del
derecho. Cambia, pues, el emplazamiento y el medo de formu­
lación, aunque no el criterio inspirador, si bien se introducen
algunas variaciones. La primacía de la ley resulta tanto de
su proclamado valor de fuente de primer grado como de Ja
declarada falta de validez de las disposiciones de rango interior
contradictorias con otras de rango superior.

La costumbre -ampliada al no circunscribirla a la del lugar
y al conferir el valor de costumbre a los usos jurídicos no me­
ramente interpretativos- sólo desempeña el cometido de fuente
en oefecto de ley aplicable, siempre que no contradiga los mó­
dulos generales esencialmente df.'limitativos de la licitud consti­
tuidos por la moral y el orden público, y que resulte probada.
Los principios generales del derecho actúan como fuente subsi­
diaria respecto de las anteriores; pero además de desempeñar
ese cometido, único en el que cumplen la función autónoma de
fuente del derecho, pueden tener un significado informador de
la ley o de la costumbre.

Como complemento de la regulación directamente referida
a las fuentes del derecho han de consid€;:arse los preceptos
sobre los tratados internacionales y la jurisprudencia.

En orden El. los tratados, la exigencia de la. Ley de Bases
de que las normas jurídicas contenidas en los mismos para
ser do aplicación directa' en España. han de haber pasado a
formar parte de la legislación interna española, se estima cum­
plida cuando son publicados en el ..Boletín Oficial del Estado.,

A la jurisprudencia, sin incluirla entre las fuentes, se le
reconoce la misión de complementar el ordenamiento jurídico.
En efecto, la tarea de interpretar y aplicar la.':! normas en con·
tacto con las realidades de la vida y los conflictos de intereses
da .lugar a la formulación por el Tribunal Supn;mo de criterios
que si no entrañan la elaboración de normas en sentido propio
y pleno, contienen desarrollos singulannente autcrizados y dig­
nos, con su reiteración, de adquirir cierta trascendencia norma­
tiva.

Sólo establecidas tan fundamentales precisíones acerCa de Jo
que ha de reconocerse can entidad de derecho adouiere cabal
sentido y justificación el deber inexcusable de los Jueces y Tri­
bunales de resolver cuantos asuntos se les sometan.

Como período de ..vacatio legis_ se mantiene el mismo de
los veinte días a partir de la completa publicación de las leyes,
salvo disposición en contrario. El progreso manifestado de modo
notorio en la variesiad y rapidez crecientes de los medios de
comunicación y difusión permitía pensar en la posibilidad de
un acortamiento de plazo, que, no .obstante su igualdad mate­
mática, .en función de las circunstancias resultaba proporcional­
mente más breve cuando se implantó por el Código Civil. Ahora
bien, si tal punto de vista aconsejaría alguna reducción, ha ~jdo

preciso ponderar también el hecho asimismo evidente de que
la multiplicación y la complcfídad de las leyes ha aumentado
en términos considerables, con lo que su conocimiento, si por
un. lado se facilita, por otro se dificulta, y esta contrapmdc:ión
de factores ha llevado al mantenimiento de la miEma disposi·
ciÓn.

Gran parte del capítulo consagrado a la aphcación de las
normas JUrIdICas puede conSIderarse como de nueva planta.
En punto a la pertinencia o no de que los Código!; {;Onte:lgan
normas predcterminativas de los criterios a utiliZar en la inter­
pretación no hay una actitud dominante sólidamente consolida­
~a. La tesis negativa tiene en cuenta las ventajas de una mayor
llbertad por parte del intérprete y remite el problema de los
criterios utilizables al campo de la doctrina. La tesis afirmativa
pondera, 10'3 beneficios de cierta uniformidad en el modo de pro~

ceder. Por ésta ha sido preciso inclinarse dado el mandato de
la Ley de Bases que se ha convertido en norma articulada. tal
y como en ella aparece. es decir, sin mayores especificaciones,
por temor a -que los criterios perdieran el caráct~r esencial y

flexible con que vienen eBundados, pues en ningún caso es re·
comendc.b!e una fórmula hermenéutica cerrada y rígida. La
ponderación de la realidad social correspondiente al tiempo de
aplicación de las normas introduce un factor con cuyo empleo,
ciertamente muy delicado, es posible en alguna medida acomo­
dar los preceptos jurídicos a circunstancias surgidas con poste­
rloddad 6 la formación de aquéllos.

A medo de elemento tendente a lograr una aplicación de
las normas sensible a las particularidades de los casos ha de
considerarse el valor reconocido a ·la equidad. Esta no aparece
invocada como fuente del derecho; le incumbe el cometido más
modesto de intervenir co~o criterio interpretativo en ccncurren­
cia con los otros. ConsiguiGntemente, una solución de equidad
no es susceptible de imponerse o superponerse a la resultante
de la utilización conjunta de los diversos elementos interpreta­
tivos, los cuales, sin emba¡'go, podran recibir .la beneficiosa in·
flnancia de la equidad. Queda exceptuada la hipótesis de que la
ley permita expresamente fundar las resoluciones s610 en la
equidad; mas para ello se requiere la existencia de una norma
concretamente atributiva de tal valor a la equidad, bien distin­
to del que en términos generales le viene reconocido con alcance
únicamente interpretativo y cooperador.

Más allá de la actividad propiamente interpretativa, en la
zona de la investigación integradora, figuran la analogia y el
derecho supletorio.

La fOl'muJaCÍón de un sistema de fuentes implica la exclu·
sión de las lagunas del derecho. No ocurre otro tanto (.'on las
118.madns lagunas de la ley, que puedan darse, siendo el medio
idóneo y mas inmediatc de salvarlas la investigación analógica,
Esta no presupone la falta ab~,l)luta de una norma, sino la
no previsión por la misma de un supuesto determinado, defecto
o insuficíencia que se sah'a SI la razón derivada del fundamento
de la norma y de los sUp11estos expre:>amentB configurados es
extendible,~por consideraciones de identidad o de simiUtud, al
supuesto no previsto. No obstante las ventajas de la ahalogía,
resulta justificada su exclusión de detcrminaofl.s leyes. En las
peni:des es la nonnal consecuencia de1 estricto prindpio de la
legalidad que ha de primar exento de incertidumbres o fisuras.
LD.f, k'ye-s excepdonales, tnm!;ién exrluidas, forman el tradido­
nalmente lb.made ..iU3 sing1.:!nre,. que. por cons~ítuir 1lna dercga­
ción del derecho gene¡ü! para detorminadas materias, impide
la exíMenda de lagur:ns en CLH:'J,tO lo no expresamente inter;rado
en la norma excepcional queda atenido é'. la norma g€'neraL Las
leyes de ámbito temporal detflrminado d3ben sc.meterse al mis­
mo régimen, de una parte, pC'l'que eo modo alguno puede des~

bordarse en lo más mínimo bU e~fera de vigt.>nda y, de otra
pn.rte, porque tal circuns!.uncia faS' dota de un acmauo matiz
de excepcionalidad.

E! otro procedimiento integndor esta COl1sU!t<ído por el de~

recho supletorio, función que, siguiendo la linea del anterior
artículo dieciséis. corresponde al Código Civil, exponente todavia
de los principales rasgos caracteri:.:adores del derecho común
conio lo prueba el propio contenido del título preliminar.

Parecen dignas de resaltar:;e las particulares normas inter­
pretativas formuladas acetca de la computación do los plazos.
Las diferencias entre la antigua y la nueva regulación son S':ll­

sibles. En aras de la claridad, la simplificación y la seguridad,
se previene quo en 10& plazos contados por días a partir de
uno determinado quedará éste excluido del cómputo, el cual
debera empezar al día siglliente. Con ello viene observarlo tanl·
bián el criterio de la- posible unificación encarecido por la Ley
de Bases, ya que es convertida en regla general la del artículo
mí! ciento t.reint.a del Código Civil y se logra la uniformidad
entre ésta y las formuladas por la· Ley de Enjuiciamiento Civil
y la de PrdtedimIBnf.o Administrativo. La co,mputación de fecha
a fecha en 10$ plazos fijados por meses o años es la menos
propicia a equi Il0COS y coincide también con la de la Ley de
Procedimiento Administrativo, de forma que asimismo en este
aspecto se alcanza' la conveniente unificación de criterio. S610
re:opecto de la computación civil de los .plazos se manUelle la
regla tradicional de noexc1uir los días inhábiles.

El capítdo dedicado a la eficacia general de las normas
Jurídicas, luego de reiterar con algunos perfeccionamientos dis~

posiciones ya conteilidas en el'" Código, introduce como innova­
ciones de sumo interés y muy justificada necesidad la sanción
del fraude de la ley y la del abuso del derecho. Para obtener

. la descripción sintética de las situaciones representativas de
uno y otro se han tenido especialmente en cuenta las enseñanzas
de la. doctrina y la jurisprudencia, asi como algun antecedente
legislativo y de derecho comparado.

En la configuración del fraude prepondera la idea de consi­
derar el ordenamiento iur-idico como un todo; por eso es repu~

tada fraudulenta la sumisión a una norma nevada a cabo con
el propósito de obtener un resultado prohibido o contrario al
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conjunto del ordenamienlo, Por otra parte, si frente a la norma
elegida aparece otra tratada de eludir, habrá de aplicarse la
última. Ello quiere dücir que la consecuencia correspondiente
no queda circunscrita a la nulidad del acto a través del cual
pretendiera lograrse un resultado fraudulento, sino que ha de
comprender también la efecti.va aplicación de la norma perti­
nente, aunque no queden excluídas ciertas consecuencias anuJa­
torias.

Desde hace tiempo se ha advertido cómo el trsdicional prin­
cipio de que la a.ctuaciÓn del derecho propio no desborda la
esfera de la licitud carece de validez absoluta en cuanto es po+
sible un ejercicio conducente a la lesión de los derechos de
otro y a la consiguiente ilicitud. Tal acontece cuando el ejercicio
es abusivo o antisocial. Ambas hipótesis, sin perjuicio de dife­
rencias de matices, permiten un tratamiento conjunto, porque
siempre se parte del desbordamiento de los límites normales
del ejercicio y del dml.o para tercero, si bien el hecho provoca­
dor de tal situación puede proceder tanto del dato subjetivo re­
presentado por la intención del agente --que no ha de consistir.
sin embargo, en un comportamiento doloso y culposo, porque
entonces se penetraría en la ilicitud por el cauce de la respon­
sabilidad civil- como de otros datos de naturaleza distinta cua­
les son el objeto o las circunstancias concurrentes. Importa se­
ñalar cómo la consecuencia derivada de la sanción del abuso del
derecho :no queda reducida a la indemnización del daño. En su
caso, procede adoptar también las medidas impeditivas de la
persist.encia en el abuso. De esta manera se obtienen las venta·
jas de la ejecución en forma especifica y puede quedar efectiva­
mente restablecida la normalidad.

Junto a la proLlibición del fraude y del abuso viene pro­
clamado el principio del ejercicio de los derechos conforme 8
la buena fe. Existen indiscutibles concomitancias entre aquellas
prohibiciones y la consagración, como módulo rector del ejer­
cicio de los derechos, C;'.} la buena fe, no obstante las más
amplias manifesl.acionp.s de ésta, Sin pretender una alteración
del juego concreto de la buena fe en cada una de las institu­
ciones jurídicas, ha pareciúa pertinente enunciarla como postu­
lado básico por cuanto representa una de las más fecundas vias
de irrupción dBI contenido ('lico-social en el orden jurídico.

Indiscutiblemente, la parte más extensa y pormenorizada
del nuevo texto es la constituida parlas normas de derecho
int.ernacional privado que en considerable proporción están
ya formuladas por la Ley de Bases. sin perjuicio de lo cual
ha sido preciso adeiltrarse después en una' detenida labor de
complemento y coordinflción. Si, pese a ello, no cabe albergar
la certidumbre de haber logrado una regulación completa y
siempre satisfactoria de las múltiples ¡;¡ituacíones jurídicas que
con tanta riqueza y variedad de matkes ofrece el mundo de
nuestro tiempo, definible como un conjunt.o creciente de inte~

racciones a escala interndcional y mundial, parece seguro no
obstanLe ql<8 se han' dado pasos muy considerables respecto de
la anterior ordonaciól1, insuficiente de suyo y desfasada por
los cambios opernclos en ¡&~ realid"lde" ,;odales y POlil.iU'l.5, en
ia técnica y en el propio regimen de convivencia e intercambio
apr;-"ciable en las personas y en los pueblos.

Con objeto de ofrecer una visión esquemática de los criterios
predominantemente utilizados en la enunciación de las normas
de derecho internacíonal privado pueden senalarse lAs siguient.es
notas caracterizadoras;

Ptirnera,-Las reglas aparecen configuradas no en términos
unilaterales preocupwJos sólo de! derecho espanol, sino de una
manera. completa con vistas a determinar, según nuestro orde­
namiento, cuál es el derecho, propio o extranjero, aplicable.

Segunda.-Se ha conservado, incluso con el mismo número,
el contenido del articulo ocho que proclama el sometimiento de
cuantos se hallen en terrItorio español a las leyes penales.
de polícía y seguridad pública. pues siendo el postulado de
ineludible ObSC1"Vancia y habiendo dado lugar a un entendimien­
to inequivoco no se ha estimado oportuno introducir ninguna co­
l'l'ccción esencial. Sin embargo, poI" los compcensibles deseos
de perfeccionamiento, en el propio articulo se ha introducido
un apartado relativo td caractel' tcrr~torial de lBS le)-'8s prace­
;-,aJes.

T~!rccra,--Ti('nc 12 censidcl'i-lCión de ley personHl la determi­
nada par la nac:onalidad, aunque en determinadas hipótesis,
por la falta del dato de la nacionalidad o por la urgencia en
el establecimiento de medidas protect.oras, entre en juego la
ley de la residencia habitual. Precisamente se ha utilizado esta
expresión, en lugar de la de domicilio, porque el articulo cua­
renta del Código Civil define el domicilio como el lugar de
la residencia habitual que es, por otra parte. la fórmula predo~

minante en el derecho internacional e incluso la contenida en
tratados suscritos por España.

Cuarta.-Es mantenido el criterio, a la vez tradicional y
generaiízado, del imperio de la ley nacional en todo lo coneer·.
niente a la persona y a las relaciones juridicas donde tienen
acogida los derechos inherentes a ella. La sobria y unilateral
alusión del anterior artículo nueve a la obligatoriedad para los
españoles, aunque residieran en pais extranjero. de "las leyes
relativas a los derechos y deberes de familia. o al estado. con~

dición y capacidad de las personas~. aparece ahora reemplazada
por un conjunto de reglas que confieren en esencia, tanto a los
espaüoles como a !')s extranjeros. el amparo de la propia ley
en lo relativo a la capacidad de las personas físicas y jurídicas,
1101 estado civil, a las relaciones personales y patrimoniales entre
los cónyuges, a las relaciones paternofíliales. a la tutela y demás
instituciones protectoras del incapaz y a la sucesión por causa
de muerte; todo ello sin perjuicio de algunas puntualizaclones
Aobre la concurrencia y preferencia de leyes distink1,s como ocu~

rre en el matrimonio, en la adopción y en materia de alimentos.
Quinta,-En la sucesión .. mortis causa~. tras acoger el siste­

ma de la regulación unitaria de la misma ya consagrado en el
Código Civil y perfeccionado por la jurisprudencia, ateniéndose
a la ley nacional del causante al momento del fallecimiento,
ha parecido oportuno establecer, que las disposiciones contenidas
en los testamentos y en los pactos sucesorios ordenados confor~

me a la ley ,vigente en el momento del otorgamiento, conser­
varán su validez aun cuando sea otra la ley vigente en el mo­
mento del fallecimiento, si bien las legitimas habrán de acomo­
darse a esta última.

Scxta.-Se toman en cuenta las situaciones de cambio de
;lacionalidad, doble nacionalidad y falta do nacionalidad, esta
bleciendo para cada una de ellas la ordenación pertinente.

Sóptima.~Ujm modlficación profunda es apreciable en las
antiguas normas sobre bienes muebles e inmuebles que, como
reflejo do la concepción estatutaria, quedaban atenidos, respecti­
vamente, a la ley del propietario y a la del lugar donde estu­
vieren sitos; mientras ahora la posesión. la propiedad y los
derechos reales recayentes sobre unos y otros bienes, así como
la publicidad de los inmuebles, habrim de regirse por la ley
del lugar donde se encuentren, al paso que respecto de los
buques" las aeronaves y los demás medios de transporte, la
emisión de títulos-va.lores, la propiedad intelectual y la industrial
se configuran las disposiciones requeridas por su peculiar natu­
raleza y funCÍón.

Octava.-El silencio del Código Civil en orden a las obliga­
ciones contractuales ha sido roto. En primer término rige la
ley a que se huyan sometido las partes, con lo que resulta
consagrado el principio de la autonomía de la voluntad. limitado
por la exigencia de que tal ley guarde alguna conexión con el
negocio de que se trate. Sólo en defecto de sometimiento pueden
'aplicarse. de manera gradualmente subsidiaria. la ley nacional
común, la de la residencia habitual común y la del lugar d,e
la celebración del contraía. Junto a estas reglas generales fl­
guran otras de cierta singularidad en cuanto entrañan una des­
vindón, con mayor o menor alcance, de aquéllas, y van.referi·
dns: a los cuntnHos relativos a bienes inmuebles (regidos por la
L~y ~Dl lugar, a falta de sometimiento); a las compraventas
do muebles corpol'ales realizadas en establecimientos mercan·
tiLos {atenidas tambjén a la ley del lugad; al contrato de tra­
baio (en el que en defecto de sometimiento y con la salvedad
de lo dispuest.o en el artículo ocho, entra en juego la ley
del lugar de la prestación de lolf servicios). y las donaciones
(regidas por la ley del donante). La doctrina llamada del "in­
terés nacional .. encuentra acogida al establecer la validez. a los
efectos del ordenamiento español, de los contratos onerosos ce­
lobrados en E,,;paña por extranjem incapaz según la ley na~

ciona], si la causa de la incapacidad no estuviere reconocida
en la legislación· española.

Novena.-También alcanza la previsión legislativa a las obli­
gaciones no contractl.w,les que. con estricta sujeCión a lo de~

terminado en la base correspondiente, se somete al imperio de
la ley· del l.ugru· de la comisión del hecho dañoso. Es reiterada
esta regla respecto de la gestión de negocios, si bien con la
puntualización de que ha de atenders"l al lugar donde el gestor
realice la princípal actividad. En el enriquecimiento sin causa
-reconocido aqui do modo expreso como Juente de las obliga­
dones-- es preferida la L~y productora de la transferencia
patrimonial. Cun sólo una muy matizada salvedad aparece for­
mulado el criterio, sin duda Jégico y correcto, de que la ley
de la obligación se extiende a las diferentes consecuencias de
la misma. La representaci6n legal y la voluntaria, de tan acusa­
da presencia en la vida de los negocios, quedan sometidas, res­
pectivamente, a la ley atributiva de las facultades del represen­
tante y, de no mediar sOBlütimÍtmlo, a la del país donde se
ejerciten.

Décima,~La regla «loc11s regis actu5~, mantonida en princi-
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pío para las formas y solenll'¡dades de los contratos, testamen~

tos y demás actos jurídicos, ha perdido el carácter de exclusi­
vidad de que antes estaba pt'Ovista por cuanto se reconocen
también como válidos los actos celebrados con las formas y
solemnidades exigidas por la ley reguladora de su contenido, y
si ésta erige la forma en requisito esencial habrá de observarse
siempre. En muteria de bienes inmuebles, los actos y contratos
pueden regirse por la ky del lugar en que radíquen. Ambas
fórmulas, respondiendo a un criterio pluralista, persiguen tam;
bién cierta uniformidad. La aplicación de la ley espul1.ola a los
actos en que intervengan funcionarios diplomáticos o consulares
de Espai'la en el extranjero y la. consideradón de los navíos
y aeronaves militares como parte del territorio del Estado a
que pertenez.can, son lógicas proyecciones del concepto jurídico­
público de la soberanía. Para los actos otorgados en buques
o navíos que por contraposición a los militares pueden llamarse
comerciales, la ley portinente es la del abanderamiento, ma­
tricula o registro.

Undécima.-Mientras el articulo ocho -según ya dijimos­
y los artículos nueve, diez y onCe se corresponden con los pre­
cedentes, aunque el contenido haya. experimentado un notable
enriquecimiento, el actual articulo doce difiere del anterior por
razón de la materia. No habia otra posibilidad porque la Ley de
Bases exi.~e preceptivamente regular la calificación, el reenvi~,

la salvaguarda del ordf'n público y el fraude de ley, temátJca
nueva y ajena al anterior texto que Tequería un tratamiento
aparte. Los criterios enunciados por la Ley de Bases de manera
muy precisa han quedado. sin más. erigidos en disposiciones,

Duodécima,-Por lo que tienen de indiscutibles y además
de complementarias se ha dado entrada a las tres disposiciones
Con que terminil el artículo doce. Una prevé el caso de que
en un Estado Coexistan diferentes sistemas legislativos y atri­
buye a la legislación de tal E~tado la determinación de la·ley
aplicable. Otra pone de manifiesto el carácter de ..ius cogeos­
de las normas de conflicto del derecho español, y de ahí la
aplicación ..ex officio_ por los Tribunales y autoridades. Y otra.
en sentido diverso, impone la carga de la prueba del derecho
extranjero a quien lo invoque, sin perjuicio de conferir a los
Jueces y Tribunales ciertas facültades para la aveliguación del
mismo.

Si el capítulo quinto del nuevo 'título preliminar tiene como
antecedente inmediato la propia Ley de Bases de diecisiete de
marzo de mil novecientas setenta y tres, fundamento de la total
reforma, de una manera. mediata la regulación en él contenida
responde también a la letra y al espíritu del Decreto de veinti­
trés de mayo de mil novecientos cuarenta y siete que abrió
el procesa de las Compilaciones recientemente concluido.

La fortaleza de la integración histórít'a y política de Espafia,
lejos de resentirse, alcanza su completa realización con el re­
conocimiento de los derechos forales, que no son formas privi­
l~giadas ni meros residlJos personalistas de normas anacrónicas,
SInO verdadero y actual reflejo juridico de realidades percepti­
bles en nuestro propio modo de ser y existir colectivos. Esta
idea, encarecida por diversos int.ervinientes en las deliberacio·
nas de la Cámara Legislativa, así como por otros en el Pleno
de la Comisión General de Codificación, se hace patente en el
actual art(culo trece que recogo lo establecido en la base sép­
tima con la sola eliminación de la palabra ..estatutos.. , innece­
saria e impropia por carecer de todo contenido significativo
después de la reforma. Comparando el texto de este artículo
Con el del artículo doce, segun la redacción de mil ochocientos
ochenta y nueve, se aprecian como únicas variacIones propia­
mente dichas la cOnsistente en subrayar la afirmación de los
derechos forales, como lo prueba el ..pIona respeto:> predicado
de los mIsmos. y la cifrada en elin:¡jnar el giro ..por ahora­
al~sivo a una transitoriedad que, sin necesidad de acudir a
cOnsideracionEs de fondo, carecia ae encaje en razón de la natu­
raleza del precepto y su emplazamiento sistemático.

La prescncia de los derechos forales o especiales itmto al
derecho civil común, flue tiene además el carácter de supletorio
respecto de aquéllos, plant.ea el problema de regular el someti­
miento a unos y otro.• El vinculo determinante de tal sujeción
es la vecindad civil que forma parte del ..status,. de la perso­
na, como la nacionalidad. Precisamente criterio:; proc€dentes
de ésta informan Ja atribución y la adquisición de Ja vecindad
ciVIl, a propósito dB la cua.l sen tratados con recíproca equi­
valencia los diversos H'gfmenes jurídicos ccexistenl2s.

Cuestión de sumo interés es la de la conexión entre la
nacionalidad espaiiola adquirida por un extranjero y la\'ecin­
~ad civil. En pr~ncipio, la a.dquisición de la nacionalidad espa.
nola lleva aparejada 1::1. vecindad civil camun. Sin embargo. tal
r.egla, de obligada observancia en la adquisición de la naciona­
hdad por carta. de naturaleza sin base en la residencía, cede
Cuando el extranjero lleve residienuo en un territorio de dere-

eho foral el tiempo exigido para la adquiSición de la vecindad
y opt.e por ella en el expediente de nacionalidad. con lo que el
tiempo de residencia produce un doble efecto jurídico.

El artículo dieciséis versa sobre los conflictos de leyes 0\'Í­

gínables por la coexistencia en España de distintas legislaciones
civiles. Técnicamente no es sino el replanteamiento a escala
intranaclonal de los mismos problemas derivados de la· concu­
rrencia internacional de diversos ordenamientos. Por tanto, en
gran medida· las normas de derecho internacional privado son
susceptibles de resolver también esta otra clase de conflictos,
pues si falta la identidad existen marcadas correlaciones. como
la expresamente puesta de relieve cuando previene este último
precepto del título preliminar que será ley personal la deter­
minada por la vecindad civil. No obstante, como los confJiettls
de ám.bit.o regional se dan en el seno de la misma nación es­
tructurada en un solo Estado, las normas dotadas de sentido
en función de las diferencias nacionales y estatales quedan ex­
cluidas, corno sucede con laR relativas a la calificación, la remi­
sión y el orden público. mientras no concurre igual circunstan­
cia en el fraude de la ley que puede darse lo mismo en el plano
de lo interestatal como en el interregionaL así como también

. dentro de un solo ordenamiento o de una determinada legisla­
ción civil.

Termina el articulo dieciséis con algunas previsiones muy
particulares sanre el demcho de viudedad de la Compilac.ión
aragonesa Y. fUflra ya del texto ¡irticulado. como aclaración
sl no estrictamente necesaria al menos conveniente, figura ·la
disposición dirigida a poner' de manifiesto que lo establecido en
las re~pocUvl1s Compilaciones no resulta alterado por el nuevo
título preliminar. Elaborado éste durante y a continuación del
pr(1ceso compilador abiBrto a partir del año mn novecientos
cuarenta y siete y guardando inneg3,ble relación con el mismo
la propia reforma ahora concJüídr;, según const.a en la Exposi­
ción de MotiV03 do la Ley de RJ58:' .soria un contrasonlído p8n~

sar er cualquier cambio, regrw;!ón .(J f""lta de armonía.
En virtud de lo expuesto. a prnr",'é1sta dd Ministro de Jus~

ticia, de conformidad en Jo sustancbl Cf)Tl el dictamen del Con­
sejo de Estado. previa deliberaóón del ConseJo de Ministros en
su reunión del día treinta y uno de IflD.ye de mil novecientos se·
tenta y cuatro,

DISPONGO,

Arliculo primoro.-De conformidad con la autorización confe­
rida por el artículo primero de la Ley 3/1973, de diecisiete de
marzo, oe Bases para la modificación del título prelimInar del
Código Civil, en los términos del artículo cincuenta. y uno de la.
Ley Orgánica del Estado, vengo en sancionar con fuerza de
ley el pff:~sent.e texto articulado del titulo preliminar del CÓ~

digo Civil.
Articulo segundo.-El presente texto articulado del titulo pre­

liminar del Código Civil no altera lo regulado en las Compila­
ciones de los derflchos especiales o forales.

Asi lo dispongo por el presente Decreto. dado 911 Ma.drid
a treinta y uno de mayo de mil no\'ecientos setenta y cuatro.

FRANCISCO FRANCO

El I'vl¡ni~tro dtl JusLici;l.
FRANCi']CO RUíZ·JARABÜ BAQUERO

TEXTO ARTICULADO

de la Ley 311973. de 17 de marzo, de Bft"les
para la modificación del título preliminar del CócUgo Civil

TITULO PRFLlMINAR
DE LAS NORMAS JURlDICAS, SU APLICACION y EFICACIA

CAPITULO PRIMERO

fuentes del' derecho

Articulo 1 e 1. Las fUf!Tites del ordena.miento jurídico es­
pI' twl .son h;. tey, la costumbre y 103 principios generales del
G,,:,n...c:lO.

2. Cerecenln de validez las disposiciones que contrRdigan
Oil-U de rango superior.

3. La costumbre sólo regiJ"d en defecto de k"y e.plicable.
siempn~ que no sea contraria u la moral o al orden público, y
que resulte probada.

Los usos jun:dicos que no sean meramente interpretativos de
una declaración de voluntad, tendran la con&ideración de cos­
tumbre.
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""'. Los principios generales del dercchó ,se aplicarán en de­
fecto de le-y o costumbre, sin perjuicio de su' carácter infor­
mador del ordenamiento ¡uridico.

5. las normas jurídicas contenidas en los tratados interna­
cionales no serán de aplicación directa en España en tanto no
hayan pasado a forlJ1ar parte del ordenamIento interno median­
te su publicación íntegra en el ..Boletín Oficial del Estado.. ,

6. La jurisprudencia complementará el ordenamiento jurí­
dico con la doctrina que, de modo reíterado, establezca el Tii~

bunal Supremo al interpretar y aplicar la ley, la costumbre y
los principios generales del Jerecho. .

7. Los Jueces y Tribl,nalC's .tienen el deber inexcusable de
resolver en todo C'ü,SO los asuntos de que conozcan, ateniéndose
al si.c;tema de !uentC$ csl<-l-blecido.

Art. 2." 1, Lus 'leyes entrarán en vigor a 10$ veinte días
de su CO:11pleta publi.cadón en el "Bolútin Oncial del Estado_,
si en eUas no se dispone otra co~a.

2. Las leyes s610 se derogan por otras posteriores. La de­
rogación tendrú el alcance que expresamente se disponga y se
extend"rá sk.rG.prc a todo Hljuello que en la ley llueva, !:iobre
la misma materia. sea incompatible con la anterior. Por la
simpJél dm'ogücion de llDól ley no recobran vigencia las que
é".f;.1. llUbi8;:,e derogado.

:~ L1.s 18Y('.'; no !enJ!ún efecto celroacl i\ 0, si no dispusieren
lo c0J~t.ra.rio.

CAPlTULO I!

Aplicación de las normas juxidicas

ArL 3." 1. Las normas se interpretarún según el sentido
propio de sus pahü1ras, en relación con el contex.to, lo::; ante­
cedentes históricos y legisli:tLivos, y la realidad social del tíempo
en que han de ser apiícadas, etendiendo fti'ndamentalmente al
espíritu y finalidad de aquellas.

2. La equidad habra de ponderarse en la aplicación de las
normas, si bien las resoluciones de los Tribunales s610. podrán
d.escansar de manera exdusi.va en ella cuando la ley expresa­
mente lo permHa._

Art. 4.<> L Procederá la aplicación analógica de las nor­
ma3 cuanao éstas no contemplen un supuesto específico, pero
regulen otro semejante entre los que se aprecie identidad de
razón.

2. Las leyes pennles, las excepcionales y las de ámbito
temporal no se aplicaran a supuestos ni en moment.os (Jü;tin
tos de los c0mprendidos expresamente en ellas.

3. Las dLspo.s!clones de este Código se aplice.rán como su­
pletorias en las materías regidas por otras leyes.

Art. S.O 1. :::;'iempre que no se establezca otra cosa, en los
plazos seI1ala,kis por días, a contar de uno determinado. qu,,­
dará éste excluído del cómputo. el cual deberá. empezaren el
día siguiente; y si Jog plazos estuviesen fijados por meses o
años, se' computarán de fecha a fecha. Cuando en el mes del
vencimiento no hub":;ra dia equivalente al inicial del. cómputo,
se ent.enderá que el pLtz; expira el último dd mes.

2. En el cómputo dvil de los plazos no ~e excluyen los
dias inhábiles, .

CAPiTULO III

Eli(:<:da general de las norma:<; iuridkas

Art. 6,° 1. La ignorancia de las leyes no excusa de su
cumplimiento,

El error de deredlO producira unicamento aquellos efectos
que las leyes determinen.

2. La exclusión voluntaria de la ley aplicable y la renun­
cia a los derechos en ella reconocidoS: sólo senin válidas cuando
no contraríen el interés o el orden públi,o;:o ni perjudiquen a
tArcerOg.

3. Los actos contrarios a las normas imperattvas y a las
prohibitivas son nulos de pleno derecho, salvo que en ellas
::;e establezca. un erado distinto para el caso de contrav0ncion.

4. Los actos realizados al amparo del texto de Uft/i norma
que persigan un resultado prohibirlo par el ordenamieJllo jurl.
dico, o contrario a él, se consideraran ejecutados en fraude d.e
ley y no impedirán la debida aplic,c¡ón tl.e b. norma que su
hubiere tratado dS! eludir.

Art, 7.° 1. Los derechos 'deberán €jen,,;tarse cunfo;-me a las
exigencias de la buena fe.

2,La I,ey no ampara el abuso del derecho o el ejercicio
antisocial del mismo. Todo acto u omisión que por la inten­
ción de su autor, por su objeto o por las circunstancias en que

se realice sobrepase mal,ifiestamente los límites normales del
ejercicio de un derecho, con daño para tercem, dará lugar a
la correspondientv Jf\demnización y a la adopción de las me­
didas judiciales o admir.istrativels que impidan la persistencia
en el abuso,

CAPITULO IV

Norm.\s de derecho inl.crnaciom.. 1 privado

Art. 8," 1.' La", ¡e,res penales, las de poJicla y las de segu,
rieL.d púbUc¡J,. obligan a todos los que se hallen en territorio
esp,tñoL

2. Las leyes procesu!es espar.olas sc,rán las únicas apli­
cables a las actuaciones que se sustancien en tenitorio español,
sin perjuicio de las rt.':mbiones que las mismas puedan hacer a
las leyes extranjeras, respecto a los actos procesales que hayan
de realizarse fuera de Espafia.

Art.. 9." L La ley personal correspondíente a las personas
físicas es la, d~,terTl1inada por su nacionalidad. Dicha ley regirá
la capacidad y el estado civil, los derechos y dober8S de fami­
lia. y la sucesión por Cllusa de muerte.

El cambio de ley personal no afectará a la mayoiia de edad
nóquirida de conformidad con la ley personal anterior.

2. Las relaciones personajes entre los cónyuges se regíran
púr su última loy nacional común durante el matrimonio y,
en su. dsfecto, Pl)f la ley nacional del marido al tiempo de
lu celebración.

3 Las relaciones patrimoniále!i entro los cónyuges, a falta
o pur insuficiencia de eapitulacíoiw8 permitidas por la ley
de cualquiera dü ellüs, ~e regiran por la misma ley qua las re­
laciones personales. El cambio de nacíonalidad no alterará ei
régimen económico matrimonial, salvo que así' Jo acuerden los
cónyuges y rio Jo impida su. nueva ley nacional.

4. Las rela,-~.iones paterno-filiales B0 regirán por la ley na­
cional del padre. y en defecto de éste. o si sólo hubiere sido re~

conocida o decla.r2da la maternidad, por la de la madre.
5. La adopción, en cuanto a sus eroctos y a la capacidad

para 9doptar. se regulará por la ley del adoptante.
~ En la adopción por marido y mujer. a falta de ley nacional

común, se aplicará la del inarido al tiempo de la adopción.
La ley personal del adoptado deberá observarse en lo que

respecta a su capacidad, consenl.íllliento y modo de suplirlo o
completarlo,

Para la cónstitución de la adopción sel'ún competentes las
autoridadDs del Estado do la rucionalidad del adoptante 0,
cuando se trate de una adopción hecha pOlo marido y mujer, las
autoridades del Estado de su nacionalidad común; y en 51.1 de­
feota. las del EstF~do en que el adoptt~nte tenga su residencia
habitual o los cónyuges adoptantes su resjd~ncia habitual
común.

La:.: formnHdm:e5 del acto habrán de atenerse a la ley del
lugar en que se cOl~s[ítuya la adopdón, sin perjuicio de lo
dispuesto en el artículo H, apartado 3.

6. La tutGla y las demás instituciones de protección del
incapaz so regularán por la loy nacional de ésle. Sin embargo.
las medidas provisiona10s o u,gentes de protección se regirán
por la ley de su residencia b,bítual.

Las formalidades de CQIE.. ¡¡:ución de la tutela y demás ins­
tituciones de protección {·n que inü'rv0ngl.l.1l a.utoridades judi­
cialos o administrativas espaüolas se sustanciarún, en todo ca~

so, con arreglo a la. ley española.
Scni aplicable Id. ley española para tomar l.q,s medidas de

carácter protector y educativo respecto de los menores o in­
capaces abandünados que so hallen en territcrio espafioL

7. El derecho a la pt'eslación de alimento,:> cnt.-e parientes
h?bra de regularsc pcr la ley nacíanal común del aUmentis·
ta y del alimentante. No obstante, 13e aplicará la ley de la re­
sidencia hahitual de la persona que los reclame cuando ésta.
no pueda ob1ebedos de acucl-do (:on la ley nacional c,omún. En
defecto de amb3.s leyes, o cuando ninguna de ellas permita
la oblención de uiImE'lltos, se aplicará la ley ínterna de la auto­
ridad que conoce de la reclamaCÍón.

En caso de cumbio de la nac¡onaJiclad. común o de la re­
sidencia habitual del alimentista, la nue,'a loy se apli(;ará
a Partir del mamen tu del cambio.

8, La sucesión por causa de mu(~rle se l',,?;írá por la ley
nacional del caUSftJlte en el momento de su fs.Ilecimiento, CUIl~

lcsquiera que sean la naturaleza de los bienes y el país donde
se encuentren. Sin embargo, las disposiciones hechas en tesLa­
mento y los pactos sucesorios ordenados conforme a la ley
nacional del tesh\dor o del disponente en el momento de su
otorgamiento, conservaran su validez aunque sea otra la ley
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que rija la SllceSlon, si bien 11:'.5 legitimas se ajustarán, -an su
caso, a esta última. . .

9. A los efectos de este capítulo, respecto de las SItuacIOnes
de doble nacionalidad previstas en las leyes espanoIas se estará
a lo que determinen los tratados internacionales, :' si nada es­
tableciesen, será preferida la nacionalidad coinCIdento con la
última residencia habitual y, en su defecto, la última adquirida.

Prevalecera en todo caso la nacionalidad española del que
ostente además otra no prevista en nuestras leyes o en los
tratados internacionales. Si ostentare dos o más nacionalida­
des y ninguna de ellas fuera la española, se estará a lo que
establece éJ apartado siguiente.

10. Se considerará como ley personal do los que carecieren
de nacionalidad o la tuvieren indeterminada, la ley del lugar
de su residencia. habitual.

11. La ley personal correspondiente a las personas jurídi­
cas es la determinada por su nacionalidad. y regirá en todo
10 relativo a capacidad, constitución, representación, fl1nciona~

miento, transformación, disoludón y extinción.
En la fusión de sociedades de distinta nacionalidad se ten·

drán en cuenta las respectivas leyes personales.

Art. 10. 1. La posesión, la propiedad, y los demás derechos
sobre bienes inmuebles, así como su publicidad, se regirán por
la ley del lugar donde se hallen.

La misma ley será aplicable a los bienes muebles.
A los efectos de la constitución o cesión de derechos sobre

bienes en tránsito, éstos se considerarán situados en el lugar de
su expedición. salvo que el remitente y el destinatario hayan
convenido, expresa o tácitamente, que se consideren situados en
el lugar de su destino.

2. Los buques, las aeronaves y los medios de transporte por
ferrocarril, asi como todos los derechos qua se constituyan so­
bre ellos, quedarán sometidos a la ley del lug-ar de su aban­
deramiento, matrícula o registro. Los automóviles y otros me­
dios de transporte por carretera quedarán somotidos a la ley
del lugar donde se hallen.

3. La emisión de :os titl1los-yalorcs se atendra a la ley del
lugar en que se produzca.

4. Los derechos de propiedad intelectual e industrial se pro­
tegerán dentro del territorio español de acuerdo con la ley
española, sin perjuicio de lo establecido por los convenios y
tratados internacionales en los que España sea parte.

5. Se aplicará a las obligaciones contractuales la ley a que
las partes se hayan sometido expresamente. siempre que ten­
ga alguna conexión con el negocio de que se trate; en su de­
fecto, la ley nacional común a las partes; a falta de ella. la de
la residencia habitual común. y, en último término, la ley del
lugar de celebración del contrato.

No obstante 10 dispuesto en el parrafo anterior, a falta de
eometimiento expreso. se aplicará a los contratos relativos a
bienes ínmuebles la ley del lugar donde estén sitos, y a las
compraventas de muebles corporales realizadas en estableci­
mientos mercantiles, la ley del lugar en que éstos radiquen.

6. A las obligaciones derivadas del contrato de trabajo, en
defecto de sometimiento expreso de las partes y sin perjuicio
de lo dispuesto en el apartado 1 del artículo 8, les será de apli­
cación la ley del lugar donde se presten los servicios.

7. Las donaciones se regirán, en todo caso, por la. ley na­
cional rlel donante.

8. Serán válidos, a efectos del ordenamiento juridico español,
los contratos onerosos celebrados en España por extranjero inca­
paz según su ley nacional, si la causa de la incapacidad no es­
tuviese reconocida en la legislación española. Esta regla no se
aplicará a los contratos relativos a inmuebles situados en el
extranjero.

9. Las obligaciones no contractuales se regirán por la ley
del lugar donde hubiere ocurrido el hecho de que deriven.

La gestión de negocios se regulará por la ley del lugar donde
el gestor realice la principal actividad.

En el enriquecimiento sin CU1.1Sa se aplicará la ley en virtud
da la cual se produjo la transferencia del valor patrimonial
en favor del enriquecido.

10. La ley reguladora de llna obligación se extiende a los
requisitos del cumplimiento y a las consecuencias del incumpli­
miento. asi como a su extinción. Sin embargo. se aplicará
la ley del lugar de cumplimiento a las modalidades de la ejecu-

~ ción que requieran intervención iudicial o administrativa.
11. A la representación legal se aplicará la ley reguladora

de la relación juridica de la que nacen las facultades del re­
presentante, y a la voluntaria, de no mediar sometimiento ex­
preso, la ley del país en donde se ejerciten las faculiadcs con­
feridas.

Art. 11. 1. Las formas y solemnidades de los contratos, tes­
lamentos y demas actos juridicos se regirán por la ley del
país en que se otorguen. No obstante. serán también validos
los celebrados con las formas y solemnidades exigidas por la
ley aplicable a su contenido. así como los celebrados conforme
a la ley personal del disponente ola común de los otorgantes.
Igualmente ser'án válidos los actos y contratos relativos a !>ienes
inmuebles otorgados con arreglo a las fonnas y solemmdades
del lugar en que éstos radiquen.

Si tales actos fueren otorgados a bordo de buques o aeronaves
durante su navegación, se entenderán celebrados en el país de
su abanderamiento, matrícula o registro. Los navíos y las aero,
naves militares se consideran como parte del territorio del
Estado al que pertenezcan.

2. Si la ley reguladora del contenido de los actos y con·
tratos exigiere para su validez una dcwrminmla forma o solem­
nidad. será siempre aplicada, incluso en el caso de otorgarse
aquéllos en el extranjero.

3. Será de aplicación la ley española a los contratos. tes­
tamentos y demás actos jurídicos autorizados por funcionarios
diplomaticos o consulares de Espal1a en el extranjero.

Art. 12, 1. La calificación para determinar la norma de
conflicto aplicable se harú siempre con arreglo a la ley es­
pañola.

2. La remlSlOn al derecho extranjero se entenderá hecha
a su ley material, sin tener en cuenta el reenvio que sus normas
de conflicto puedan hacer a otra ley que no sea la espailola.

3. En ningún caso tendrá aplicación la ley exlranjera cuan­
do resulte contraria al orden público.

4. Se considerará como fraude de ley la utilización de una
norma de conflicto con el fin de eludir una ley impemtiva
española.

S. Cuando una norma de conflicto remita a la legislación
de un Estado en el que cDexistan diferentes sistemas legis­
lativos. la determinación del que sea aplicable entre ellos se
hará conforme a la legislación de dicho Estado.

6. LO!'> Tribunalos y autoridades aplicarán de oficio las nor­
mas de conflicto d21 derecho español.

La. persona que invoque el derecho extranjero deberá acre­
ditar su contenido y vigencia por los medios .de prueba admi·
tidos en la ley espuilola, Si', c'-,,))r.rgo. para su aplicación, el
juzgador podrá valerse ademús dc cunntos instrumentos de ave­
riguación considere necesarios, 'dictando al efecto las providen­
cias oportunas.

CAPITULO V

Amhito de aplicadón de los regímeaes jurídkos civiJe! coexis·
ten tes en el territorio nacional

ArL 13, L Las disposiciones de este título preliminar, en
cuanto determinan Jos efectos de las leyes y las reglas ge­
nerales para su aplicación, así como las del título IV del li­
bro l, con excepción de las normas de este último relativas
al régimen económico matrimonial, tendrán aplic&ción general y
directa en toda España.

2. En lo demás, yean. pleno respeto a los derechos espe~

ciales o forales de las provincias o territorios en que están
vigentes. regirá el Código Civil como derecho supletorio. en
defecto del que 10 seá en cada una de aquéllas según sus normas
especiales.

Art. 14. L La sujeción al derecho civil común o al espe­
cial o foral se determina por la vecindad civíl.

2. Tienen vecindad civil en terrltorio de derecho común.
o en uno de los de derecho especial o foral, los nacidos de
padres que tengan tal vecindad; sin embargo, sí la vecindad
civil así adquirida no fuese la del lugar del nacimiento, podrán
optar por ésta, ante el encargado del Registro Civil, dentro
del año siguiente a la mayoría de edad o emancípación.

3. La vecindad civil se adquiere;

1.0 Por residencia continuada durante dos años, siempre
que el interesado manifieste ser esa su voluntad.

2." Por residencia continuada de diez años, sin declaración
en contrario durante este plazo. Ambas declaraciones se harán
constar en el Registro Civil y no necesitan ser reiteradas.

4. La mujer casada seguirá la condición del marido, y los
hiíos no emancipados. la de su padro, y. en defecto de éste, la
de su madre.

5. En caso de duda prevalecerá la vecindad civil qUe co­
rresponda al lugar del nacimíento.

Art. 15. 1. La adquisición de la nacionalidad española lleva
aparejada la vecindad civil común, a menos que el extranjero
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residiere en un territorio de derecho especial o foral durante
el tiempo necesario para ganarla según el artículo anterior, y
en el expediente de nacionalidad hubiere optado por la vecindad
foral o especial. -

2. La recuperación de la nacionalidad española lleva consigo
la de aquella vecindad civil que ostentara el interesado al tiem­
po de su pérdida.

3. La dependencia personal respecto a una. comarca o lo­
calidad con especialidad civil propia o distinta, dentro de la le­
gislación especial o foral del territorio correspondiente, S6 re­
girá por las disposiciones de este artículo y las del anterior.

Art. 16. 1. Los conflictos de leyes que puedan surgir por la
coexistencia da distintas legislaciones civiles en el territorio na­
cional. se resolverán según las normas contenidas en el capítu­
lo IV con las siguientes particularidades:

L" Será. ley personal la determinada por la vecindad civil.
2," No será aplicable lo dispuesto en los apartados 1, 2 Y 3

del artículo 12 sobre calificación. remisión y orden público.

2. El derecho de viudedad regulado en la Compilación ara­
gonesa corresponde a los cónyuges sometidos al régimen eco·
nómico matrimonia.l de dicha Compilación, aunque después cam­
bie su vecindad civil. con exclusión en este caso de la. legf­
tima que establezca la ley sucesoria.

El derecho expectante de viudedad no podrá oponerse al
adquirente a título oneroso y de buena fe de lQS bienes que no
radiquen en territorio donde se reconozca tal derecho. si el
contrat(f se hubiera celebrado fuera de dicho territorio, sin haber
hecho constar el régimen económico matrimonial del trans­
mitente.

El usufructo viudal corresponde también al cónyuge supérsti~

te cuando el pnm',uerto tuviese vecindad civil aragonesa. en el
momento da- su nruerle.

MINISTERIO DE HACIENDA

en pesetas, o a su orden. por cuenta y cargo del titular del
crédito. las cantidades que correspondan durante el período de
fabricación o a la entrega de los bienes segun las estipulaciones
del contrato de exportación.

Artículo segundo.--El Banco financiador no podrá exigir al
vendedor por raZÓn del crédito, directa o indirectamente, ga­
rantía alguna sobre el importe cubierto por el Seguro de Crédito
a la Exportación.

Artículo tercero.-Los créditos a que hace referencia el ar~

tículo primero estan'tn sujetos a las siguientes condiciones:

al El importe global del contrato o de los contratos de ex­
portación a financiar con cargo a un crédito, no podrá ser in·
feríol' a cincuenta millones de pesetas.

b) Con anterioridad a la entrega de los bienes objeto de
exportación. el comprador deberá haber hecho efectivo, con
fondos que no procedan del crédito español. como mí"nimo el
diez por ciento del precio de la operación.

el Su vencimiento máximo no podrá. exceder del plazo de
cinco años a partir de la entrega de los bienes exportados.

d) Su amortización se efectuará en vencimientos escalonados
y de duración no superior a un año, teniendo que ser cons­
tantes o decrecientes las -cantidades amortizadas cada año.

e) El reembolso deberá efectuarse por el beneficiario de los
mismos necesarIamente en moneda convertible.

Articulo cuarto.-Los créditos concedidos a Entidades de fi­
nanciación extranjeras deberán cumplir además de las condi­
ciones que se establecen en el artículo anterior~' las siguientes:,

al Los Bancos españoles financiadores abrirán dentro del li~

mita global convenIdo con la Entidad extranjera. un crédito por
cada contrato de exportación financiable ajustándose su amorti4

zación al cuadro de reembolsos establecido en el contrato de
préstamo entre la Eptidad y el comprador extranjero, qUe deberá
reuuir las condiciones requeridas en el apartado dl del artículo
terCero anterior.

b) Las Entidades de financiación extranjeras no podrán apli­
car en sus préstamos a los compradores tipo de interés y ca­
misiones.que en su conjunto excedan en más de un punto de los
tipos de interés y comisiones aplicados al crédito por el Banco
español financiador,

El Decreto qui.nientos cincuenta. y uno/mil novecientos se­
tenta. y dos, de veinticuatro de febrero. do terminó las condi­
ciones para la inclusión en el coeficiente do inversión estable­
cido en la disposición adiCIonal cuarta de la Ley trece/mil
novecientos set-enta y uno, de diecinueve de junio, de los cré­
ditos qUe la. Banca ptivada o el Banco Exterior de Espaüa con­
cedieran a compradores extranjeros, o Entidades de financia­
ción extranjeras, con destino a la adquisición en España de
buques, plantas cOlllllletas o bienes de equipo de fabricación
nacional, proyectes o servicios técnicos.

La importancia de la figuro. del crédito al comprador extran­
jero como inst.rumento de fomento a la exportación, dentro de
la política del Gohicrno de estimular especialmente las expor­
taciones de bienes de equipo españoles, hace conveniente faci­
litar la reali:?:ación de operaciones de crédito al comprador.

Por otra parte, la experiencia adquirida desde la primera
regulación de esta modalidad de crédito a la exportación acon­
seja hacerla más operativa y oxtender su normal aplicación a
las lineas de crédito a otorgar por bancos españoles.

En su virtud, a pi'opuesta del Mínistro de Hacionda, de con­
formidad con el Ministro de Comercio y previa deliberación del
Consejo de Ministros en su reunión de veintiuno de junio de
mil novecientos setenta y cuatro,

13479 DECR.ETO 1837/1974, de 27 de junio, sobre crédito
G comprtHlDres extranjeros.

Artículo quinto.-En el caso de exportaciones de bienes y
servicios qtW incorporen materiales extranjeros; no será in'­
c1uible en el coeficiente de inversión la financiación de dichos
materiates en cuanto exceda del diez por ciento del valor de la
exportación, salvo que de acuerdo 'con el procedimiento que se
señala en el artículo octavo se autorice un porcentaje superior,

Artículo sexto.-Será también computable en el coeficiente
de inversión, en las condiciones que se determinen en las dispo­
siciones que se dictE:m para la ejecución de este Decreto, la. fi­
nanciación de gastos locales que se acrediten necesarios para la
realización de Ias operaciones de exportación a que se refiere el
articulo primero de este Decreto.

Articulo séptimo.-El tipo de interés y comisiones que apli­
carán ¡os Baneos a estas operaciones no podrán ser inferiores
a los vigentes con carácter general para el crédito a la expor­
tación computable en el coefiCiente de inversión, en la fecha
del descuento del primer efecto en que se instrumente la ope­
ración o, en su caso, de la firma de la póliza de crédito corres­
pondiente.

Articulo octavo.-Cuando las circunstancias del mercado lo
requieran, el Mínisterio de Hacienda, o por delegaCión suya el
Banco de España, previo informe favorable del Ministerio de
Comeccio. podrá autorizar la variación de las condiciones re~

guladas en los artículos tercero, cuarto y quinto anteriores.

DISPONGO,

Articulo primero.-Serán computables eIl el coeficiente de in­
versión establecido en la disposición adicional cuarta de la Ley
trece/mil novecientos setenta y uno, de diecinueve de junio, los
créditos que, en las condiciones señaladas en este Decreto, la
Banca privada y el Banco Exterior de España concedan a com­
pradores extranjeros o Entidades de financiación extranjeras
con destino a la adquisición en España de buques, plantas com­
pletas o bienes de equipo de fabricación nacional, proyectos y
servicios técnicos, siempre que los Bancos financiadores hayan

.obtenido la autorización previa correspondiente del Ministerio
de Cómercio.

Los citados créditos sólo se podrán utilizar para ordenar al
Banco financiador que pague directamente al exportador español

Artículo noveno.-Lo dispuesto en este Decreto será de apli­
cación a los créditos concedidos por el Banco Exterior de Es~

paña, dentro del régimen del crédito ofIcial a la exportación
establecido por el artículo cuarenta de la Ley trece/mil nove­
cientos setenta y uno, de diecinueve de iunio, sobre Organización
y Régimen_del Crédito Oficial, para las finalidades a que se re·
fieren los artículos anteriores

Artículo décimo.-Se autoril.a al Ministerio de Hacienda para
dictar las disposiciones complementarias precisas para la eje~

cución del presente Decreto.

Artículo undécimo.--Quedan derogados el Decreto quinientos
cincuenta y uno/mil novecientos Setenta y dos, de veinticuatro
de febrero, y cuantas disposiciones de igualo inferior rango se


